Ms. Gaile Ramoutar, Primera Secretaria, Misión Permanente de Trinidad y Tobago ante la Organización de las Naciones Unidas. (Texto de la presentación: DIH/doc.22/03)

En primer lugar, desearía agradecer al Secretario General de la OEA, a la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos de la OEA y al Comité Internacional de la Cruz Roja por organizar esta conferencia sobre el importante tema del DIH, el cual hemos abordado el día de hoy, y por la amable invitación que me extendieron para participar en la misma.  Es realmente un honor y un placer para mí estar presente aquí con ustedes esta tarde.

Acabamos de escuchar a los dos ilustres oradores anteriores, hablar sobre temas claves relacionados con la Corte Penal Internacional, tales como la necesidad de la Corte Penal Internacional en el mundo de hoy, la función de los estados miembros de la OEA de garantizar una Corte pujante y que alcance sus objetivos, algunos elementos importantes sobre los que se inspira su estructura y su creación, algunos obstáculos para la Corte, como por ejemplo, las contribuciones financieras de los Estados Partes, el asunto de los Privilegios e Inmunidades de la Corte y de su personal, así como también la necesidad de implementación interna de parte de los Estados Partes.

Antes de proseguir, desearía reconocer la valiosa contribución de los estados miembros de la OEA en el proceso que culminó en el establecimiento afortunado de la Corte Penal Internacional.  En estas breves observaciones, realizaré algunos comentarios generales sobre la necesidad de implementación interna, exponiendo seguidamente alguna información concreta sobre la actuación de CARICOM con respecto al Estatuto de Roma.  

Con respecto a la participación de los estados miembros de la OEA, a través de la historia, desde el momento que el asunto sobre la creación de una Corte Penal Internacional, fue introducido nuevamente, en 1989, en el temario de Naciones Unidas por el Presidente anterior de Trinidad y Tobago, su Excelencia Arthur N. R. Robinson, hubo un aumento gradual del apoyo de los estados miembros de la comunidad internacional.  Muchos estados miembros de la OEA han desempeñado una función importante en las negociaciones tanto en Nueva York como en Roma, y yo he trabajado muy cerca de ellos en muchos temas.  Al comienzo, el apoyo de la comunidad internacional en su conjunto fue muy limitado, y muchos de ellos hubieran preferido que ese tema no avanzara.  Poco a poco, sin embargo, los estados se acostumbraron a la idea de una corte penal internacional permanente, la cual se apresuró a raíz de la creación de los Tribunales ad hoc para la anterior Yugoslavia (ICTY) y para Rwanda (ICTR) por el Consejo de Seguridad.  La creación de estos tribunales aumentó la percepción de parte de muchos estados, de la necesidad de una institución permanente destinada a juzgar a personas acusadas de crímenes que “que conmueven profundamente la conciencia de la humanidad”.  Un tribunal permanente prescindiría de la creación, con posterioridad a los hechos, de tribunales especiales para encargarse de casos concretos.  Puesto que la jurisdicción del Estatuto de Roma no es retroactiva, solamente se pueden presentar ante la Corte, crímenes de genocidio, crímenes de lesa humanidad y crímenes de guerra ocurridos a partir del 1 de julio de 2002 (entrada en vigor del Estatuto de Roma).

El Embajador Durand hizo referencia a algunas de las salvaguardias fundamentales que garantizarían que la Corte no participe en persecuciones falsas o de carácter político, entre las cuales el principio de complementariedad es uno de los principales.  Desearía subrayar también la importancia de este principio, de acuerdo al cual el estado tiene el primer lugar, para procesar a los delincuentes, y es solamente en el caso de que el estado no esté dispuesto o le sea legítimamente imposible, que la Corte tendrá la capacidad de ejercer su jurisdicción, y aún así, solamente con las necesarias salvaguardias, siendo una salvaguardia clave, aquella que se refiere al poder de acción del Fiscal.  Los estados deben, por lo tanto, garantizar que están en condiciones de procesar crímenes de genocidio, crímenes de lesa humanidad y crímenes de guerra.  Para algunos estados, podría ser necesario asegurarse de que poseen las disposiciones legislativas que les otorguen jurisdicción sobre estos delitos.

Se han establecido también otros tribunales especiales, no solamente a través del Consejo de Seguridad, sino mediante acuerdos entre las Naciones Unidas y los correspondientes gobiernos de los estados en cuestión: el Tribunal Especial para Sierra Loene, el Tribunal en Timor Oriental y se está considerando con el gobierno de Cambodia, la posibilidad de procesar a personas culpables de delitos graves cometidos durante el régimen de Khmer Rouge.

Un aspecto importante es que todos los tribunales mencionados anteriormente tienen jurisdicción retroactiva.  La Corte Penal Internacional no la tiene.  Una ventaja importante de la Corte Penal Internacional es que pone en conocimiento de los posibles autores de crímenes graves dentro de su jurisdicción, de la existencia de una jurisdicción penal para procesarlos por sus delitos y que el mundo no tolerará más la impunidad por esos crímenes.

Desearía destacar la importancia de lograr la ratificación universal del Estatuto de Roma, puesto que es solamente mediante el amplio apoyo de la comunidad internacional que la Corte podrá desempeñar sus funciones adecuadamente.  Este objetivo se está alcanzando gradualmente, al contar con 139 signatarios y con 89 Estados Partes al día de la fecha.  Nadie habría esperado que, cuatro cortos años después de la adopción de un estatuto que, desde el punto de vista jurídico, es complicado, el mismo habría entrado en vigor y continuaría atrayendo un número cada vez mayor de Estados Partes.

Quisiera asimismo, recordar la necesidad para muchos de los Estados que han indicado su aceptación del Estatuto, a través de la ratificación o de la adhesión, de adoptar una legislación interna para la instrumentalización del Estatuto, a fin de capacitarlos para el ejercicio de su jurisdicción sobre los crímenes del Artículo 5, así como para colaborar con la Corte asistiéndola en sus funciones.  Esta segunda obligación es especialmente importante en esta etapa, dado que la Corte está ya establecida y digamos que “pronta para comenzar sus actividades”.   Por consiguiente, los Estados Partes deben, cuanto antes, dar prioridad, a medidas que garanticen su capacidad de llevar adelante las solicitudes de asistencia de la Corte.  De lo contrario, una situación previsible sería que la Corte estuviera preparada para actuar, pero que no pueda obtener el apoyo necesario de los Estados Partes para que la misma pueda llevar a efecto diligentemente sus investigaciones y procesamientos.

Los Estados Partes tienen la obligación general de colaborar con la Corte, lo cual se establece en el artículo 86.  Uno de los aspectos principales en el cual los estados tendrán que cooperar con la Corte y que exigirá autorización legislativa para hacerlo, es la solicitud para entregar las personas a la Corte.  Recordaremos aquí que el término “entregar” se escogió especialmente para referirse a los traslados de personas a la Corte, y difiere del concepto tradicional de “extradición”, que es un proceso de estado a estado, mientras que este último (“entregar”) es entre un estado y la Corte.  Existen, sin embargo, algunas semejanzas de carácter procesal, pero estas últimas no estarán cubiertas en la legislación que rige la extradición.  Otros aspectos de la cooperación con la Corte se enumeran en el artículo 93.  Estos últimos incluyen la toma de declaraciones, la protección de testigos, el traslado temporal de prisioneros, la indagación de lugares y locales.

Con relación a la implementación en el plano nacional, dentro de la OEA, el gobierno de Canadá ha adoptado una legislación de instrumentalización, como nos lo ha comunicado el Embajador Durand y la Sra. Brigitte Suhr.  Tengo entendido que varios estados miembros de la OEA se encuentran en etapas diferentes dentro del proceso de estudio de la ratificación del Estatuto o de su adhesión al mismo.  Muchos de los países de América Latina que se basan en el sistema de derecho civil están examinando activamente las disposiciones específicas del estatuto, con miras a realizar las enmiendas constitucionales necesarias en su legislación interna, mientras que muchos Estados Partes y Estados Signatarios de CARICOM, que generalmente se guían por el sistema de derecho consuetudinario, se encuentran también en distintas etapas de revisión de estos problemas.

En relación con la ratificación-adhesión e implementación de los países de CARICOM, tengo el agrado de señalar que, hasta la fecha, 6 de los 14 estados de CARICOM son Estados Partes; 5 son signatarios y 3 están todavía revisando el Estatuto con miras a tomar la decisión de ser Estados Partes.  Proseguiré con una exposición general sobre la  actuación de CARICOM con respecto al Estatuto de Roma, con la información recibida aproximadamente hace tres semanas de las Misiones Permanentes en New York.

ESTADOS  PARTE

Antigua y Barbuda

Actualmente, las autoridades están estudiando el Estatuto.  Las mismas están conscientes de que desde que el Estatuto entró en vigor, deben hacer mayores esfuerzos con respecto a la legislación para la implementación del Estatuto.  Todavía no se ha preparado ninguna legislación, pero la misma está en estudio.

Barbados  

Barbados ratificó el Estatuto a comienzos de diciembre de 2002.  El gobierno autorizó recientemente la preparación de legislación de implementación.  La Oficina del Consejo Parlamentario está estudiando el Estatuto con miras a llevar a la práctica el mandato del Consejo de Ministros.

Dominica

Las autoridades están todavía en la etapa de planificación.  En la actualidad, están estudiando cual sería la mejor legislación para esa jurisdicción.

Belice

Todavía no se está pensando en ninguna legislación, pero están dispuestos a estudiar la legislación adoptada por otros Estados Partes como posibles modelos. 

En el año 2002, hubo una enmienda constitucional relacionada con tratados internacionales, que exige que previamente a que el Senado apruebe la  ratificación de un tratado, se debe presentar un informe al Senado, con recomendaciones y sugerencias sobre la implementación.  Aunque Belice ratificó el Estatuto de Roma en 1999, este informe sobre implementación debe, sin embargo, presentarse al Senado.  No se dio a conocer ningún plazo con respecto a este proceso.

San Vicente y las Granadinas 

Ratificó el Estatuto a comienzos de diciembre de 2002 y no hay todavía ninguna legislación de implementación.

Trinidad y Tobago

Se está preparando la Ley sobre la Corte Penal Internacional, y la misma está circulando internamente entre los ministerios y autoridades correspondientes, para recibir comentarios.  Se basa en la legislación de Nueva Zelanda y contiene disposiciones relacionadas con las obligaciones del Estatuto de Roma.  Podría someterse a la aprobación del Parlamento durante el curso de este año.

SIGNATARIOS

Bahamas

Las autoridades todavía tienen que tomar una decisión final sobre la ratificación.  No existe ningún plazo al respecto.

Guyana

Las autoridades todavía están estudiando la ratificación.  No está claro en que momento se tomará una decisión.

Haití

El gobierno no está dispuesto todavía a ratificar. No se conoce el período de tiempo que llevaría la ratificación.

Jamaica

Jamaica quiere poner en marcha la legislación de instrumentalización antes de la ratificación.  Se estableció una comisión interministerial (que incluye el Fiscal General del Estado y al Ministro de Relaciones Exteriores) con el propósito de que asesore sobre la legislación que se necesita y que recomiende enmiendas a la legislación actual, cuando sea necesario, previamente a la ratificación.  No existe ningún plazo para este proceso.

Santa Lucía

Las autoridades no han tomado todavía una decisión sobre la ratificación. No han legislación de implementación en estudio.

NO HAN TOMADO NINGUNA MEDIDA TODAVÍA

Granada

La Misión en Nueva York ha enviado recomendaciones para la adhesión.  Si bien no se ha tomado ninguna decisión todavía, se está estudiando la materia.

St. Kitts

Todavía no se ha tomado ninguna decisión.

Surinam

Las autoridades están estudiando el Estatuto y están interesados en la posibilidad de ser Estado Parte.

Dentro de CARICOM, existe un apoyo general a la Corte Penal Internacional.  En el comunicado publicado el 15 de febrero de 2003 al finalizar la Reunión entre Períodos de Sesiones de los Jefes de Estado de CARICOM, celebrada en Puerto España, Trinidad, los Jefes de Estado, “...reiteraron su total respaldo a la comunidad para el funcionamiento de la Corte”.

Desearía destacar aquí que cada uno de los estados están avanzando a su propio ritmo, el más cómodo para cada uno de acuerdo con sus circunstancias propias, y para algunos hay problemas más inmediatos y apremiantes en el temario internacional.  No obstante, dado el empuje del apoyo a la Corte, espero que muy pronto todos los estados de CARICOM estén incluidos.
